TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA 1 ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES 
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, veintiséis de mayo de dos mil nueve
Acta No. 220 del 26 de mayo de 2009    


Expediente 66001-31-18-001-2009-00042-01

Decide la Sala la impugnación presentada por la señora María Gladis Marín Cardona, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal para Adolescentes de Pereira, en la acción de tutela que instauró contra la Agencia Presidencial para la Acción Social.

ANTECEDENTES

Relata la promotora del proceso que presentó declaración ante la Red de Solidaridad – Acción Social, con el fin de ser incluida con su grupo familiar en el programa de desplazados; mediante Resolución 66004072 del 10 de marzo de 2008 se negó la solicitud y que esa decisión se confirmó con motivo del recurso de apelación que contra ella interpuso.

Explicó que a raíz de la muerte violenta de su hijo, ocurrida en la vereda La Candelaria de Apía Risaralda, empezó a recibir llamadas anónimas y amenazantes que la obligaron a trasladarse a un caserío de Sucre, vía Montesuma, posteriormente a Betulia Alta, donde actualmente vive con sus hijos. 

Considera lesionados sus derechos a la igualdad y vida digna y pide que se ordene a la Red de Solidaridad – Acción Social, incluirla con su grupo familiar en el programa de desplazados.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del 26 de marzo último el Juzgado Primero Penal para Adolescentes de Pereira admitió la tutela y ordenó las notificaciones de rigor.

La Subdirectora de Atención a la Población Desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, ejerció su derecho de defensa por escrito en el que indicó que la solicitud de registro que elevó la demandante se negó porque realizado el estudio de los hechos que dieron lugar al desplazamiento denunciado, se encontró que la declaración que rindió fue contraria a la verdad; que contra el acto que decidió de fondo la petición, interpuso la citada señora el recurso de reposición y en subsidio apelación y al desatarlos, se confirmó la determinación inicial.  Adujo que no han vulnerado derecho fundamental alguno y solicita no se conceda la tutela.
La instancia culminó con sentencia del 15 de abril del presente año, en la que se negó el amparo solicitado. Consideró el funcionario de primera instancia que la demandante se encuentra incursa en  causal que impide su inscripción como desplazada, concretamente porque se hallaron contradicciones en la declaración que rindió  ante Acción Social Risaralda y otra que había dado en el departamento de Antioquia; no demostró que los argumentos expuestos en las resoluciones producidas fueran falsas o infundadas  y que la entidad demandada, en el proceso que adelantó, cumplió con la constitución, la ley, los reglamentos y la jurisprudencia.

La demandante, inconforme con esa decisión, la impugnó.  

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas cuando quiera que resulten amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

De los hechos y pretensiones relatados por la demandante se evidencia que encuentra la violación a sus garantías constitucionales en la negativa de la entidad demandada de incluirla en el Registro Único de Población Desplazada.

La grave situación que enfrenta gran parte de la población colombiana con motivo de la violencia producida por grupos al margen de la ley, quienes creando terror y ejecutando actos de barbarie contra la población civil, la obligan a abandonar sus parcelas, su tierra, el sitio en el que han formado una familia y en el que muchas veces obtienen su sustento, afecta a familias enteras, niños, mujeres, ancianos y hombres que se ven abocados al destierro, a la pobreza e imposibilitados a continuar una vida normal.

El desplazamiento forzado de un individuo afecta muchos de los derechos que la Constitución Nacional protege y la gravedad de esa situación constituyó motivo para que el Estado, con el fin de prestar eficaz y oportuna atención a esa población expidiera la Ley 387 de 1997, por medio de la cual se adoptaron medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en el país.

El Decreto No. 2569 del 12 de diciembre de 2000, por medio del cual se reglamentó parcialmente esa ley, dice en el artículo 2º:

"…"El Gobierno Nacional a través de la Dirección General para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior o la entidad que esta delegue, declarará que se encuentra en condición de desplazamiento aquella persona desplazada que solicite tal reconocimiento mediante el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 32 de la Ley 387 de 1997, a saber:

"1. Declarar esos hechos ante la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, las personerías municipales o distritales o cualquier despacho judicial, y

"2. Solicitar que se remita para su inscripción a la Dirección General de los Derechos Humanos del Ministerio del Interior o a la oficina que ésta designe a nivel departamental, distrital o municipal copia de la declaración de los hechos de que trata el numeral anterior."

El artículo 11 del Decreto referido dice en el numeral 1º que la entidad en la que se haya delegado la inscripción, no la efectuará en el registro de quien solicita la condición de desplazado, cuando la declaración resulte contraria a la verdad.

En relación con tal supuesto, ha explicado la Corte Constitucional: 

“(i) Al momento de valorar los enunciados de la declaración, el funcionario debe tener en cuenta la presunción de buena fe. En consecuencia, si estima que el relato o las pruebas son contrarios a la verdad, debe demostrar que ello es así, dado que la presunción de la buena fe supone una inversión de la carga de la prueba. En estos casos, corresponde a la autoridad demostrar que los hechos esenciales de la narración no son ciertos y que, por tal razón, el solicitante no se encuentra en circunstancia de desplazamiento interno.

“(ii) Si el funcionario competente advierte una incompatibilidad entre los enunciados de la declaración, para poder rechazar la inclusión en el RUPD, tiene que tratarse de una incompatibilidad referida al hecho mismo del desplazamiento y no a otros hechos accidentales o accesorios. En efecto, a juicio de la Corte “las contradicciones en lo dicho por una persona desplazada no tienen ineludiblemente como consecuencia perder la atención a la que se tiene derecho como desplazado, a no ser que se compruebe que el sujeto no es en realidad desplazado. Es en este sentido que ha de interpretarse el numeral 1º del artículo 11 del Decreto 2569 de 2000 citado por la Red de Solidaridad Social, según el cual, la no inscripción procede cuando “la declaración resulte contraria a la verdad”. La verdad a que se refiere la norma es el hecho mismo del desplazamiento, y no cualquier elemento de la declaración sobre hechos distintos que puedan sugerir alguna inconsistencia o error”.

Se acreditó en el proceso que por Resolución No. 66004072 del 10 de marzo de 2008, la Coordinadora de la Unidad Territorial de Acción Social, resolvió no inscribir en el Registro único de Población Desplazada a la señora María Gladis Marín Cardona y a su grupo familiar. (folio 6, cuaderno No. 1)
El fundamento de esa decisión se hizo consistir en que en declaración rendida por la citada señora “…afirma que vivió 4 años en el municipio de Apía-Risaralda de donde presuntamente se vio forzada a desplazarse en compañía de su grupo familiar el día 14 de Octubre de 2007.  Sin embargo, una vez consultada la base de datos del Registro Único de Población Desplazada, aparece que la declarante reporta un registro por declaración presentada en el municipio de Cisneros-Antioquia en la que manifiesta ser desplazada del municipio de Apía-Risaralda y en la cual figura como NO INCLUIDA con fecha 12 de Abril de 2006.  De acuerdo a lo anterior se observa que existe contradicción en las dos declaraciones con respecto al tiempo de residencia, las fechas y/o los hechos que motivaron su movilización actual hacia el municipio de Pereira, así como omite en la presente declaración manifestar que vivió en el municipio de Cisneros y que presentó declaración por causa de un desplazamiento anterior que tampoco menciona…” (folio 6).
Sin embargo, no precisó la funcionaria los medios probatorios que le permitieron concluir la existencia de contradicciones en diferentes declaraciones rendidas por la demandante respecto a los aspectos  a que se refiere la resolución; ni siquiera se vislumbra de manera clara cuáles son las presuntas incoherencias y la omisión en relatar algunos hechos no puede ser circunstancia que justifique calificar de mentirosas sus afirmaciones.

En el curso de esta instancia se le solicitó remitir los documentos que le sirvieron de sustento para negar el registro, pero no lo hizo.
Desconoció entonces la entidad demandada una de las reglas establecidas por la jurisprudencia constitucional, toda vez que si estimaba que la actora faltó a la verdad, debió demostrar que ello fue así y esa obligación no puede considerarse cumplida con sus propias  manifestaciones, carentes de respaldo probatorio y sin analizar las condiciones particulares de la persona afectada.

Así las cosas, esa negativa en admitir la inscripción de la actora en el Registro Único de la Población Desplazada, en el caso concreto, desconoce el principio de la buena fe y al interpretar los hechos que invocó la peticionaria, no tuvo en cuenta que el objetivo de la Ley 387 de 1997 y sus decretos reglamentarios es proteger y ofrecer colaboración a la inmensa población desplazada por la violencia,  a fin de facilitarles una vida en condiciones más dignas. 
La situación de fragilidad de la actora en su calidad de desplazada permite concluir que es la tutela el medio idóneo para defender los derechos fundamentales que estima vulnerados y en esas condiciones se revocará la decisión adoptada en primera sede, para protegerlos.  En consecuencia, se ordenará a la Coordinadora de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional – Acción Social Territorial de Risaralda, que dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a realizar la inscripción el Registro Único de Población Desplazada –RUPD- a la señora María Gladis Marín Cardona y a su grupo familiar.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :

1. REVOCAR la sentencia objeto de impugnación, proferida el 15 de abril de 2009, por el Juzgado Primero Penal para Adolescentes de Pereira, en el proceso de tutela instaurado por la señora María Gladis Marín Cardona contra la Agencia Presidencial para la Acción social y la Cooperación Internacional – Acción Social Unidad Territorial de Risaralda.

2. Se concede la tutela solicitada por la demandante.  En consecuencia, se ordena a la Coordinadora de la  Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - Acción Social Territorial Risaralda, que dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a realizar la inscripción el Registro Único de Población Desplazada –RUPD- de la señora María Gladis Marín Cardona y a su grupo familiar

3. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

4. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ      
GONZALO FLÓREZ MORENO

�  Sentencia T-787 de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño
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